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MmJ' Fogarty c. Reino Unido. 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Gran Sala). 
Sentencia de 21 de noviembre de 2001, demanda núm. 37.112/97. 
Laboral: demanda individual (proceso por discriminación sexual 

en la contratación laboral por una Embajada extranjera). 
Magistrado ponente: Luzius Wildhaber (Presidente). 
Abogados: B. Emmerson y J. Welch (de la demandante); J. Foakes, 

D. Lloyd Jones y D. Anderson (del demandado).

Hechos y cuestiones jurídicas 

El 8-Xl-1993 la demandante comenzó a trabajar como ayudante ad­
minish·ativa en la Embajada de los Estados Unidos en Londres, en el De­
partamento de difi1sión de informativos en el exhw?fero, que es subsidia­
rio de la Agencia Cenh·al de Inteligencia. Fue despedida en febrero de 
1995 y, posteriormente, demandó judicialmente al Gobierno de los Esta­
dos Unidos ante el Tribunal Jndush"icil del Norte de Londres, a,gumen­
tando que su despido fi1e el resultado de una discriminación sexual, en 
concreto, de un acoso sexual persistente de su supervisor con el consi­
guiente desmoronamiento de sus relaciones laborales. El Gobierno de los 
Estados Unidos se defendió en juicio, no alegando en ningún momento 
del procedimiento la inmunidad de Estado. El 13-V-1996, el Tribunal le 
dio la razón a la demandante, quien obtuvo la correspondiente compen­
sación económica. 
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En junio de 1995, 111ie11h·as todavía estaba pendiente su primera de­
manda ante el Tribunal lndush·ial, la de111anda11te solicitó y obtuvo u11 
co11h·ato laboral de 12 meses de duración como ayudante admi11ish·ativa 
en oh·o Departamento de la 111is111a Embajada. Al térmi110 del mismo, en 
junio y agosto de 1996 (después del Fallo a su favor del Tribunal lndus­
h·ial), la demandante solicitó oh·os dos puestos de secretaria adminish·a­
tiva en la misma Embajada, siéndole ambos de11egados. 

El 15-IX-1996 planteó una segunda demanda ante el Tribu11al lndus­
h·ial, alegando que el rechazo de la E111bajada a 1'eco11h·atarla en ambos 
casos era consecuencia de que previamente hubiera tenido éxito su de­
manda poi' discri111inación sexual, lo que constituía una nueva discrimi­
nación y una victimización. En esta ocasión, sin e111ba1go, el Gobiel'no de 
los Estados Unidos el 10-1-1997 infol'111Ó al T ribunal lndush·ial que ale­
gaba inmunidad frente a la jul'isdicción del citado Thbunal, de confol'­
midad con las secciones 1 y 16(1)(a) de la Ley del Rei110 U11ido de 1978 
sobl'e inmunidad del Estado, afir111ando además que los dos puestos de 
h·abajo denegados eran pal'te del perso11al adminish·ativo y técnico de la 
Embajada, por lo que estaban incluidos en la citada Ley. El 6-11-1997 se 
informó a la de111andante que, una vez apl'eciada la inmunidad de jul'is­
dicción de los Estados Unidos, no existía ningún Tl'ibuna! en el Reino 
Unido que pudiese ajil'mal' su jurisdicción para conocer del fondo de su 
demanda. Poi' ello, la de111andante planteó el 8-VII-1997 una demanda 
individual ante el Tribunal Eumpeo de Derechos Humanos (en adelante, 
TEDH) conh'([ el Reino Unido, alegando que la apreciación poi' los Tl'i­
bunales bl'itánicos de la inmunidad de los Estados Unidos l'especto de la 
jurisdicción laboral de los T ribunales británicos constituía una denega­
ción del derecho de acceso a un Tribunal y una discrimi11ación sexual, e11 
contra de lo dispuesto en los al'ts. 6.1 y 14 del Convenio eumpeo para la 
pmtección de los derechos hu111anos y las libel'tades fundamentales (Ro­
ma, 4-XI-1950) (en adelante, CEDHLF). El Reino Unido, en su condi­
ción de demandado, alegó que el reconocimiento judicial de tal inmuni­
dad no constituía una violación del CEDHLF El alcance de la 
inmunidad del Estado exh'([J'ljem fi·ente a la jul'isdicción laboral de los 
Tribunales del Estado del fol'o y su compatibilidad con el derecho a la tu­
tela judicial efectiva (en su vertiente de del'echo de acceso a un Tribunal) 
es la cuestión nuclear de esta Sentencia, en la que ce11h·a1110s nuesh·o co-
111e11tal'io. 

Fallo 

El TEDH desestima la de111anda individual, ajil'111ando que 110 existe 
infi·acción del al't. 6.1 CEDHLF (derecho de acceso a los trib1111a!es), ni 
del a,t 14 (,10 discl'iminación sexual) en /'elación con el art. 6.1 
CEDHLF, po,que los Tl'ibunales nacionales apl'ecien la inmunidad de ju­
risdicción de un Estado extranjel'o fi·ente a las alegaciones de discrimi­
nación sexual en la conh·atación del personal laboral, incluido el perso­
nal adminish·ativo y técnico, de su E111bajada. 

32. En el asunto Golder, el Tribunal sostuvo que
las garantías procesales establecidas en el art. 6 rela­
tivas a la equidad, publicidad y rapidez carecerían de 
sentido en ausencia de toda protección de la precon­
dición para el disfrnte de esas garantías, a saber, el 
acceso a un tribunal. Esto lo estableció como un as­
pecto inherente de las garantías contempladas en el 
ait 6, relativas al principio del imperio de la ley y a 

evitar el poder arbitrario que subyacen en gran pa11e 
del CEDHLF. De esta forma, el art. 6.1 asegura a to­
dos el derecho a que cualquier reclamación relativa a 
sus derechos y obligaciones civiles pueda ser presen­
tada ante un tribunal (véase la sentencia de 21-II-
1975 en el asunto Golder c. Reino Unido, Serie A n.º 
18, pp. 13-18, párs. 28-36). 

33. El derecho de acceso a un tribunal no es, sin
embargo, absoluto, sino que puede estar sometido a 
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limitaciones; éstas se permiten implícitamente, dado 
que el derecho de acceso, por su propia naturaleza, 
requiere ser regulado por el Estado. A este respecto, 
los Estados Contratantes disfrutan de un cierto mar­
gen de apreciación, aunque la decisión final sobre la 
observancia de los requisitos del CEDHLF compete 
al Tribunal. El Tribunal debe estar convencido de que 
las limitaciones aplicadas no restringen ni reducen el 
acceso del individuo de tal manera o en tal medida 
que la propia esencia del derecho resulte afectada. 
Aún más, una limitación no será compatible con el 
art. 6.1 si la misma no persigue un objetivo legítimo 
y si no existe una relación razonable de proporciona­
lidad enh·e los medios empleados y el objetivo que se 
persigue conseguir (véase Waite y Kennedy c. Ale­
mania (GS) n.º 26.083/94, TEDH 1999-I, pár. 59). 

34. El Tribunal debe en primer lugar examinar si
la limitación perseguía un objetivo legítimo. Observa 
a este respecto que la inmunidad soberana es un con­
cepto de Derecho Internacional, desanollado a patiir 
del principio par in parem non habet imperium, en 
cuya vitiud un Estado no será sometido a la jurisdic­
ción de otro Estado. El Tribunal considera que la 
concesión de la inmunidad soberana a un Estado en 
un procedimiento civil persigue el objetivo legítimo 
de cumplir con el Derecho Internacional para promo­
ver la cotiesía y las buenas relaciones entre los Esta­
dos a h·avés del respeto a la soberanía del oh·o Esta­
do. 

35. El Tribunal debe a continuación valorar si la
restricción fue proporcionada al objetivo perseguido. 
Recuerda que el CEDHLF tiene que interpretarse a la 
luz de las normas establecidas en la Convención de 
Viena de 23-V-1969 sobre el Derecho de los Trata­
dos, y que el art. 31.3 ( c) de este tratado indica que 
se debe tener en cuenta «toda notma pe1iinente de 
Derecho Internacional aplicable en las relaciones en­
tre las partes». El CEDHLF, incluido su mi. 6, no se 
pueden interpretar aisladamente. El Tribunal debe ser 
consciente del carácter especial del CEDHLF como 
un h·atado de derechos humanos y debe también te­
ner en cuenta las normas pertinentes del Derecho In­
ternacional (véase mutatis mutandis la sentencia de 
18-XII-1996 en el asunto Loizidou c. Turquía, Re­
ports of Judgments and Decisions 1996-VI, § 43). El
CEDHLF debería en la medida de lo posible ser in­
terpretado en armonía con oh·as notmas del Derecho
Internacional del que fotma parte, incluidas las rela­
tivas a la concesión de la inmunidad de Estado.

36. Se deduce que las medidas adoptadas por una
Alta Patie Conh·atante que reflejen normas general­
mente reconocidas de Derecho Internacional Público 
sobre la inmunidad del Estado no pueden en princi­
pio considerarse como que imponen una resh·icción 
desproporcionada al derecho de acceso a los h·ibuna­
les como se contempla en el mi. 6.1. De la misma 
manera como el derecho de acceso a los tribunales es 
una parte inherente de la garantía de un juicio justo 
en ese artículo, también algunas restricciones al ac-
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ceso deben similatmente considerarse como inheren­
tes, siendo un ejemplo de ello aquellas limitaciones 
generalmente aceptadas por la Comunidad de nacio­
nes como patie de la doctrina de la inmunidad del Es­
tado. 

3 7. El Tribunal observa que, del material que se 
le ha presentado, parece que existe una tendencia en 
Derecho Comparado e Internacional que limita la in­
munidad del Estado respecto de las conh·oversias re­
lativas al empleo. Sin embargo, cuando los procedi­
mientos se refieren al empleo en una misión o 
embajada exh·anjera, la práctica internacional está di­
vidida acerca de la cuestión de si la inmunidad del 
Estado continúa aplicándose y, en caso afitmativo, si 
cubre las controversias relativas a los conh·atos de to­
do el personal o únicamente las de los miembros de 
la misión que ocupan los puestos de más responsabi­
lidad. Cie1iamente, no se puede afamar que el Reino 
Unido sea el único Estado que afirma que la inmuni­
dad se aplica a los juicios de los empleados en las mi­
siones diplomáticas ni que, al conceder tal inmuni­
dad, el Reino Unido se sitúe más allá de cualquier 
estándar internacional aceptado actualmente. 

38. El Tribunal también observa que el procedi­
miento judicial que el demandante quería plantear no 
se refería a los derechos contractuales de alguien que 
ya fuera un empleado de la Embajada, sino que en 
vez de ello se refería a una presunta discriminación 
en el proceso de selección del personal. Las cuestio­
nes relativas a la selección del personal de las misio­
nes y embajadas pueden, por su propia nahtraleza, 
implicar asuntos sensibles y confidenciales, relati­
vos, inter alia, a la política diplomática y de organi­
zación de un Estado extranjero. El Tribunal no es 
consciente de ninguna tendencia en Derecho Interna­
cional hacia la relajación de la norma de la inmuni­
dad del Estado que se refiera a asuntos de selección 
del personal de misiones exh·anjeras. A este respec­
to, el Tribunal nota que se deduce claramente de los 
materiales referidos anteriotmente que la Comisión 
de Derecho Internacional no pretendió excluir la 
aplicación de la inmunidad del Estado cuando el ob­
jeto del procedimiento judicial fuese la selección del 
personal, incluida la selección del personal de una 
misión diplomática. 

39. En estas circunstancias, el Tribunal considera
que, al conferir inmunidad a los Estados Unidos en el 
presente asunto en virtud de las disposiciones de la 
Ley sobre inmunidad del Estado del Reino Unido de 
1978, no se puede afirmar que el Reino Unido haya 
excedido el margen de apreciación que se pe1mite a 
los Estados al limitar el acceso de un individuo a los 
h·ibunales. 

( ... ) 42. El Tribunal recuerda que a la demandan­
te se le impidió procesar su reclamación ante el Tri­
bunal Industrial en virtud de las secciones 1 y 16( 1) 
de la Ley de 1978, que confieren una inmunidad res­
pecto de los procedimientos judiciales relativos al 
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empleo del personal, incluido el personal adminish·a­
tivo y técnico, de una embajada. Esta inmunidad se 
aplica a todas las conh·oversias relativas al empleo de 
este tipo, con independencia de su contenido y del se­
xo, nacionalidad, lugar de residencia u otros atribu­
tos de la demandante. No se puede por lo tanto afir-

COMENTARIO 

Por Valentín Bou Franch 

Hasta fecha muy reciente, al TEDH no se le había 
planteado ningún asunto en el que entrasen en con­
flicto la inmunidad de jurisdicción del Estado extran­
jero con el derecho de acceso a un tribunal (art. 6.1 
CEDHLF), conocido entre nosoh·os como derecho a 
la tutela judicial efectiva (art. 24 CE). Es cierto que 
en la jurisprudencia del TEDH se pueden enconh·ar 
dos asuntos relativamente recientes en los que el alto 
Tribunal tuvo que pronunciarse sobre la compatibili­
dad o el posible conflicto jurídico entre el derecho de 
acceso a un tribunal (art. 6.1 CEDHLF) y la inmuni­
dad internacional de jurisdicción de la que también 
disftutan las Organizaciones Internacionales, en con­
creto, la Agencia Espacial Europea (véanse los asun­
tos Waite y Kennedy c. Alemania, Sentencia de 18-11-
1999 en la demanda n.º 26.083/94; y Beery Regan c. 
Alemania, Sentencia de idéntica fecha en la demanda 
n.º 28.934/95).

Sin embargo, no existía en la jurisprudencia del
TEDH ningún asunto en el que el alto Tribunal hu­
biese tenido que enh·ar a conocer de un posible con­
flicto entre el derecho fundamental reconocido en el 
art. 6.1 CEDHLF y la inmunidad de jurisdicción del 
Estado extranjero hasta el pasado 21-XI-2001. En es­
ta fecha, este tipo de conflicto jurídico emergió con 
gran fuerza en la jurisprudencia del TEDH, quien en 
el mismo día pronunció tres sentencias sobre este 
particular (asunto McElhinney c. Irlanda, demanda 
n.º 31.253/96; asunto Al-Adsani c. Reino Unido, de­
manda n.º 35.763/97; y asunto Mmy Fogarty c. Rei­
no Unido, demanda n.º 37.112/97).

El presente comentario se dedica a la Sentencia 
dictada en el tercero de los asuntos citados. Diversas 
razones avalan su impmtancia, pues, en primer lugar, 
debe recordarse que el CEDHLF, incluido su att. 6.1, 
fmma parte del ordenamiento jurídico español en vir­
tud del art. 96.1 CE (publicado oficialmente en el 
BOE de 10-X-1979 y 26-VI-1998). En segundo lugar, 
porque por la vía del art. 10.2 CE, tanto el att. 6.1 
CEDHLF como la jurisprudencia del TEDH sobre el 
mismo son criterios interpretativos de los derechos 
fundamentales y de las libettades que la Constitución 
reconoce, existiendo una abundantísima jurispmden­
cia del Tribunal Constitucional español en este senti­
do. Disposición que se extiende, por lo tanto, al dere­
cho a la tutela judicial efectiva reconocido en el att. 
24 CE. En tercer lugar, porque tanto el art. 21 de la 
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mar que la demandante fuese h·atada en cualquier 
forma diferentemente a cualquier oh·a persona que 
desease plantear un procedimiento judicial relativo al 
empleo contra una embajada, ni que la resh·icción 
impuesta a su derecho de acceso a un h·ibunal fuese 
discriminatoria. (Traducción particular.) 

Ley Orgánica del Poder Judicial como el att. 36 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil limitan la competencia 
de los Juzgados y Tribunales españoles en los su­
puestos de inmunidad de jurisdicción y de ejecución 
establecidos por las normas del Derecho Internacio­
nal Público. En consecuencia, una Sentencia de un 
Ttibunal internacional, como lo es el TEDH, en un 
asunto en el que se discute la inmunidad internacional 
del Estado extranjero frente a la jurisdicción laboral 
de los Tribunales del Estado del foro no puede ser 
irrelevante para nuestra jurisdicción laboral. 

Existe, finalmente, una razón más de fondo. Convie­
ne recordar que la Sentencia del TEDH en el asunto 
Ma1J1 Fogarty c. Reino Unido es, hasta el momento pre­
sente, la primera y única Sentencia del TEDH en la que 
se abordan los conflictos laborales entre una persona físi­
ca y una Embajada extranjera. Este tipo de conflictos la­
borales no es desconocido en la práctica judicial españo­
la, en la que nuestros Tribunales no han apreciado la 
existencia ni de la inmunidad de jurisdicción del Estado 
extranjero ni, tampoco, la inmunidad de ejecución con al­
cance absoluto del Estado extranjero cuya Embajada o 
Consulados en España realizan un despido improcedente 
o nulo conforme al ordenamiento laboral español. Así, en 
el caso del despido nulo de una secretaria bilingüe reali­
. zado por la Embajada de Sudáfrica en España, la Senten­
cia de la Sala de lo Social del TS de l-Xll-1986 afirmó
que no cabía apreciar la inmunidad de jurisdicción de un
Estado exh·anjero, mientras que la Sentencia TC núm.
107 / 1992, de l -Vll-1992 concluyó afirmando el carácter
limitado o restringido de la inmunidad de ejecución del
Estado extranjero. A la misma conclusión se llegó en el 
caso de impago de las cuotas de Seguridad Social de la
encargada de contabilidad y tesorería de la Embajada de
Brasil en España (Sentencia de 29-Vl-1992 del Juzgado
de lo Social n.º 23 de Madrid y Sentencia TC núm.
292/1994, de 27-X-1994, respectivamente), en el caso de
despido nulo de un conductor de la Embajada de Guinea
Ecuatorial (Sentencia de la Sala Sexta del TS de 10-11-
1986 y Sentencia TC núm. 18/97, de 10-11-1997, respec­
tivamente), y en el caso de despido in1procedente de la 
Coordinadora del Consulado de Francia en Bilbao (Sen­
tencia de 28-X-1993, del Juez de Jo Social núm. 2 de Viz­
caya en autos núm. 627 /93 y Sentencia TC núm.
172/2001, de 17-IX-2001, respectivamente).

Ahora bien, todos los casos planteados hasta el 
momento en la jurisprndencia laboral española en los 
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que se ha alegado la inmunidad de jurisdicción o de 
ejecución del Estado extranjero se refieren a supues­
tos conflictuales en los que se ha seguido el mismo 
patrón: una persona fisica que había sido contratada 
por una embajada o consulado exh·anjero recurre an­
te los Tribunales españoles alegando el carácter nulo 
o improcedente del despido sufrido, teniéndose que
enfrentar a la alegación de inmunidad respecto de la
jurisdicción laboral de los Tribunales españoles, rea­
lizada por el Estado extranjero para cuya embajada u
oficina consular trabajaba anteriormente. En todos
los casos planteados hasta la fecha en la jurispruden­
cia española, el demandante era una persona fisica
que había sido miembro del personal administrativo
y técnico o miembro del personal de servicio de la 
misión diplomática o embajada de que se h·ate. En to­
dos los casos citados, la jurisprudencia española de­
negó la inmunidad de jurisdicción alegada por los
Estados extranjeros.

Frente a estos casos bien conocidos en la juris­
prudencia española, el asunto que se contempla en la 
Sentencia del TEDH que se comenta es un caso des­
conocido por el momento en la práctica judicial es­
pañola y cualitativamente distinto a los menciona­
dos. En este caso, la alegación de la inmunidad del 
Estado exh·anjero ( en este supuesto, los Estados Uni­
dos de América) frente a la jurisdicción laboral de los 
Tribunales del Estado del foro ( en este supuesto, el 
Reino Unido) no se refiere a los derechos laborales 
de una persona que ya había sido conh'atada por una 
misión diplomática o embajada extranjera, sino fren­
te a los derechos de una persona en el proceso de se­
lección para un futuro conh·ato laboral con una em­
bajada exh·anjera. 

En la Sentencia que se comenta, el TEDH co­
mienza por afirmar que el derecho de acceso a un h·i­
bunal, aunque no está expresamente mencionado en 
el CEDHLF, es una precondición para el disfrute de 
las garantías procesales reconocidas en su art. 6.1, 
por lo que queda englobado en el mismo (pár. 32 de 
esta Sentencia). A continuación afirma la naturaleza 
no absoluta de este derecho, sosteniendo que el mis­
mo está implícitamente, por su propia naturaleza, li­
mitado por las leyes que cada Estado adopte en su 
desarrollo. Aunque el TEDH entiende que los Esta­
dos «disfrutan de un cierto margen de apreciación» al 
establecer las excepciones legales a este derecho fun­
damental, afirma expresamente su propia competen­
cia para juzgar en última instancia acerca de la con­
formidad de esas excepciones con el CEDHLF. Aún 
más, para examinar la conformidad o no de cualquier 
limitación o excepción al derecho de acceso a un tri­
bunal con el CEDHLF, el TEDH afirma que el crite­
rio es precisamente el del doble estándar que el 
TEDH asentó en su propia jurisprudencia, precisa­
mente en su primera Sentencia sobre la compatibili­
dad con el CEDHLF de la inmunidad de jurisdicción 
de una Organización Internacional. Este doble están­
dar consiste, en primer lugar, en que la excepción o 
limitación al derecho de acceso a un tribunal no de-
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be resh·ingir ni reducir «el acceso del individuo de tal 
manera o en tal medida que la propia esencia del de­
recho resulte afectada». En segundo lugar, y debe en­
tenderse que es adicional al primero, «una limitación 
no será compatible con el att. 6.1 CEDHLF si la 
misma no persigue un objetivo legítimo y si no exis­
te una relación razonable de proporcionalidad entre 
los medios empleados y el objetivo que se persigue 
conseguir» (pár. 33 de esta Sentencia). 

Una vez establecido el doble criterio al que se de­
be atender, no deja de llamar la atención que, en 
ningún momento de esta Sentencia, se analice la con­
currencia o no del primer criterio. Laguna que es más 
sorprendente si se recuerda que en la propia declara­
ción de hechos de esta Sentencia se menciona que a 
la demandante se Je notificó que, una vez apreciada 
por el Tribunal Indush·ial del Norte de Londres la in­
munidad de jurisdicción de los Estados Unidos, no 
existía ningún Tribunal en el Reino Unido que pu­
diese afirmar su jurisdicción para conocer del fondo 
de su demanda. Es indudable que la apreciación ju­
dicial de la inmunidad de jurisdicción del Estado ex­
tranjero en estas circunstancias sí que resh·inge o re­
duce el derecho de acceso del individuo a un tribunal 
«de tal manera o en tal medida que la propia esencia 
del derecho resulte afectada». 

El TEDH prefirió, por el contrario, cenh·ai· su ar­
gumentación en el segundo criterio. Así, declaró que 
la concesión de la inmunidad soberana a un Estado en 
un procedimiento judicial <<persigue el objetivo legíti­
mo de cumplir con el Derecho Internacional para pro­
mover la cmtesía y las buenas relaciones enh·e los Es­
tados a través del respeto a la soberanía del oh·o 
Estado» (pár. 34 de esta Sentencia), añadiendo que las 
medidas adoptadas por un Estado «que reflejen nor­
mas generalmente reconocidas de Derecho Interna­
cional Público sobre la inmunidad del Estado no pue­
den en principio considerarse como que imponen una 
resh·icción desproporcionada al derecho de acceso a 
los tribunales» (pár. 36 de esta Sentencia). Procedien­
do, a continuación, a determinar el alcance de las nor­
mas de Derecho Internacional sobre la inmunidad de 
jurisdicción laboral del Estado extranjero. 

Sucede que las normas internacionales sobre in­
munidad del Estado exh·anjero no han sido todavía 
objeto de codificación en un convenio internacional 
de ámbito universal, sino que ésta es una materia que 
se encuentra todavía hoy regulada por normas con­
suetudinarias de Derecho Internacional. Normas con­
suetudinarias cuya codificación se inició en 1978 por 
la Comisión de Derecho Internacional ( en adelante, 
CDI) quien, en 1986, logró aprobar en primera lectu­
ra un Proyecto de artículos sobre las inmunidades ju­
risdiccionales de los Estados y de sus bienes (Anua­
rio de la CD! 1986, volumen IL segunda parte, págs.
8 y ss.). Proyecto de attículos que fue aprobado en
segunda y definitiva lectura por la CDI en 1991
(Anuario de la CD! 1991, volumen IL segunda par­
te, págs. 12 y ss.). Consecuencia del h·abajo de la
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CDI, fueron las deliberaciones que desde entonces se si­
guen sobre este tema en la Sexta Comisión de la Asam­
blea General de las Naciones Unidas. En esta nueva fa­
se de su codificación, el 15-II-2002 se aprobó un 
Proyecto revisado de aitículos sobre las inmunidades 
jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes (Doc. 
NU AJ57/22: Informe del Comité Especial sobre las in­
munidades jurisdiccionales de los Estados y sus bienes 
[ 4 a 15 de febrero de 2002]) que, a falta de una reenu­
meración definitiva de su a1ticulado, ha logrado un altí­
simo nivel de consenso, dejando las cuestiones pen­
dientes de acuerdo final a un mínimo muy reducido. 

Por lo que se refiere a la irununidad de jurisdic­
ción del Estado exh·anjero en juicios que versen so­
bre contratos de h·abajo, debe tenerse en cuenta lo 
dispuesto en el art. 11 de este último Proyecto revi­
sado de l 5-II-2002, que es del siguiente tenor: 

«Attículo 11. Contratos de trabajo 

1. Salvo que los Estados interesados convengan
en otra cosa, ningún Estado podrá invocar la inmuni­
dad de jurisdicción ante un h·ibunal de otro Estado, 
por lo demás competente, en un proceso relativo a un 
contrato de h·abajo entre el Estado y una persona na­
tural respecto de un trabajo ejecutado o que haya de 
ejecutarse total o parcialmente en el territorio de ese 
otro Estado. 

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplica:

a) Si el trabajador ha sido contratado para desem­
peñar funciones especiales en el ejercicio del poder 
público; 

a bis) Si el empleado es: 

Alternativa A al inciso i) 

i) Un miembro de la misión, según se define en la
Convención de Viena de 1961 sobre Relaciones Di­
plomáticas; 

Alternativa B) al inciso i) 

i) Un agente diplomático, según se define en la
Convención de Viena de 1961 sobre Relaciones Di­
plomáticas; 

ii) Un funcionario consular, según se define en la
Convención de Viena de 1963 sobre Relaciones Con­
sulares; 

iii) Un miembro del personal diplomático de las
misiones pe1manentes ante las organizaciones inter­
nacionales, de las misiones especiales, o que ha sido 
contratado para representar al Estado en conferencias 
internacionales; o 

iv) Cualquier oh·a persona que goce de irununi­
dad diplomática; 

b) Si el objeto del proceso es la conh·atación, la
renovación del conh·ato de trabajo o la reposición de 
una persona natural; 
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c) Suprímase.

d) El empleado fuese un nacional del Estado em­
pleador en el momento en que se entabló el procedi­
miento, a menos que esta persona tenga su residencia 
permanente en el Estado del foro; o 

e) Si el Estado empleador y el h·abajador han pac­
tado otra cosa por escrito, salvo que por motivos de 
orden público los tribunales del Estado del foro ten­
gan conferida jurisdicción exclusiva por razón de la 
materia objeto del proceso.» 

Este artículo h·ata de mantener un equilibrio difí­
cil enh·e los intereses del Estado conh·atante con res­
pecto a la aplicación de su ordenamiento jurídico y 
los intereses predominantes del Estado del foro en 
cuanto a la aplicación de su derecho laboral y, en al­
gunos casos excepcionales, también en cuanto al 
mantenimiento de su jurisdicción exclusiva sobre la 
materia objeto del proceso. En su párrafo primero, 
enuncia como regla general la de la no irununidad del 
Estado contratante respecto de la jurisdicción laboral 
de los Tribunales del Estado del foro, si bien este pá­
rrafo está formulado como norma supletoria, ya que 
los Estados siempre pueden acordar lo conh·ario y 
adoptar una solución diferente renunciando a la ju­
risdicción laboral local en favor de la inmunidad del 
Estado conh·atante. Esta regla general de la no imnu­
nidad frente a la jurisdicción laboral aparece refleja­
da en esta Sentencia, al afamar el TEDH «que exis­
te una tendencia en Derecho Comparado e 
Internacional que limita la inmunidad del Estado res­
pecto de las conh·oversias relativas al empleo» (pár. 
37 de esta Sentencia). 

El párrafo segundo del ait. 11 persigue establecer 
y mantener el equilibrio adecuado entre el Estado 
conh·atante y el Estado del foro, introduciendo im­
p01tantes limitaciones a la aplicación de la regla de la 
no imnunidad, enumerando las circunstancias en las 
que sigue prevaleciendo la norma de la imnunidad 
del Estado contratante respecto de la jurisdicción de 
los Tribunales laborales del Estado del foro. 

Entre estas circunstancias, cabe destacar que los 
incisos a), d) y e) del párrafo 2 del art. 11 se refieren 
todos ellos a personas fisicas que ya han sido contra­
tadas por un Estado exh·anjero, estableciéndose ex­
clusivamente para los casos (y no otros) contempla­
dos en esos incisos la regla de la immmidad del 
Estado exh·anjero que ha celebrado el correspondien­
te contrato de trabajo frente a la jurisdicción laboral 
de los Tribunales del Estado del foro. Cabe destacar 
que para estos supuestos existe un amplísimo con­
senso en la práctica internacional y en su codifica­
ción, pudiéndose considerar que los resultados obte­
nidos hasta el momento presente del proceso 
codificador declaran o reflejan el Derecho Interna­
cional consuetudinario en la materia generalmente 
reconocido por la Comunidad Internacional de na­
ciones. 
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Este amplísimo consenso codificador sólo se 
quiebra en el caso de los contratos de h·abajo cele­
brados con los miembros de las misiones diplomáti­
cas o embajadas. En este supuesto concreto, el Pro­
yecto revisado de aitículos de 2002 todavía ofrece 
una alternativa que refleja las discrepancias en este 
punto de la práctica de los Estados al respecto. Así, 
existen algunos Estados que para este paiticular re­
conocen una muy amplia inmunidad de jurisdicción 
laboral a los Estados extranjeros, pues limitan la 
competencia de sus Tribunales nacionales quienes no 
podrán conocer de los conflictos laborales con 
ningún miembro de la misión diplomática o embaja­
da. Enh·e estos Estados se encuenh·a el Reino Unido, 
Estado demandado en esta Sentencia, pues la sección 
16(1) (a) de su Ley de 1978 sobre inmunidad del Es­
tado expresamente afama la inmunidad del Estado 
extranjero frente a la jurisdicción de los Tribunales 
del Reino Unido «cuando el proceso se refiera al 
contrato de un miembro de la misión». Frente a esta 
actitud, otro grupo de Estados en este supuesto reco­
nocen una inmunidad de jurisdicción laboral al Esta­
do extranjero mucho más resh·ingida, pues sólo limi­
tan la competencia de sus Tribunales laborales en el 
supuesto de contratos de trabajo entre una misión di­
plomática o embajada y sus miembros del personal 
diplomático, es decir, el Agente diplomático, pero 
conh·ariamente afirman la no inmunidad de ese mis­
mo Estado extranjero, y en consecuencia la compe­
tencia de los Tribunales del Estado del foro, cuando 
el proceso laboral ya no afecta a un Agente diplomá­
tico, sino a los demás miembros de la misión 
diplomática o embajada. Entre estos Estados se en­
cuenh·a el Estado español, pues ya hemos menciona­
do varios casos en los que la jurisprudencia española 
no ha reconocido la inmunidad de jurisdicción del 
Estado exh·anjero en conflictos laborales con perso­
nas fisicas que eran miembros del personal adminis­
trativo y técnico o miembros del personal de servicio 
de la misión diplomática o embajada de que se trate. 
Cabría añadir que cuando la acción judicial se ha di­
rigido contra un Agente diplomático acreditado de 
una Embajada extranjera en España, en este caso 
concreto el Tribunal Constitucional sí afirmó la regla 
de la imnunidad del Estado extranjero (STC núm. 
140/1995, de 28-IX-1995). 

Cabe destacar que la Sentencia que nos ocupa tra­
ta la cuestión de esta distinta práctica internacional 
en su párrafo 37. Del mismo se debe destacar que, 
aun en el supuesto de la más amplia concesión de la 
inmunidad al Estado extranjero frente a la jurisdic­
ción laboral de los Tribunales del Estado del foro, el 
TEDH considera que no se puede afirmar que «al 
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conceder tal inmunidad, el Reino Unido se sitúe más 
allá de cualquier estándar internacional aceptado ac­
tualmente». A fortiori, lo mismo se debería afamar 
respecto de la práctica de otros Estados, como la 
práctica judicial española, que en estos supuestos re­
conocen una inmunidad de jurisdicción laboral mu­
cho más restringida. Tampoco en este caso se iría 
más allá de cualquier estándar internacional aceptado 
actualmente y, en consecuencia, debe predicarse su 
conformidad con el art. 6.1 CEDHLF. 

Frente a los supuestos contemplados en los inci­
sos a), d) y e) del párrafo 2 del a1t. 11, se encuentra 
el supuesto del art. 11.2 b) de este Proyecto revisado 
de a1tículos de 2002, que es la norma pertinente en la 
Sentencia objeto de este comentario. Debe tenerse en 
cuenta que una disposición muy similar se contenía 
en su homólogo del Proyecto de a1tículos de 1991 de 
la CDI («si el objeto del proceso es la contratación, 
la renovación del conh·ato de trabajo o la reposición 
de un candidato»), así como en su precedente en el 
Proyecto de artículos de 1986 ( «si el proceso se re­
fiere a la conh·atación, la renovación del contrato de 
h·abajo o la reposición de un candidato»). Cabe re­
cordar que la propia CDI subrayó que «el apartado b) 
del pá1Tafo 2 tiene por objeto confirmar la práctica 
existente de los Estados» (Anuario de la CD! 1991, 
volumen ll segunda parte, pág. 46). Teniendo en 
cuenta, además, que ningún Estado ha propuesto ni 
su supresión ni cambios significativos en su redac­
ción en los muchos años de codificación de esta ma­
teria, cabe concluir que esta disposición declara la 
existencia de una nmma consuetudinaria de Derecho 
Internacional generalmente aceptada por la Comuni­
dad Internacional de naciones. Nmma de Derecho 
Internacional que en este caso afama, sin excepcio­
nes, la inmunidad absoluta del Estado extranjero 
frente a la jmisdicción laboral de los Tribunales del 
Estado del foro. A esta misma conclusión se llega en 
esta Sentencia, al afamarse que el TEDH «no es 
consciente de ninguna tendencia en Derecho Interna­
cional hacia la relajación de la n01ma de la inmuni­
dad del Estado que se refiera a asuntos de selección 
del personal de misiones extranjeras» (pár. 38 de es­
ta Sentencia). 

Sirvan estas reflexiones para fijar de esta forma el 
alcance de las normas internacionales relativas 'a la 
inmunidad del Estado exh·anjero frente a la jurisdic­
ción laboral de los Tribunales del Estado del foro. 
Nmmas internacionales a las que, vale la pena recor­
darlo una vez más, expresamente se remiten tanto el 
ait. 21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como 
el ait. 36 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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